Presentación del libro “Organizaciones No Gubernamentales” del Dr. Facundo Biagosch, efectuada por el Dr. Felipe González Arzac en el Prólogo del libro 

En el último cuarto del siglo XX aparecieron en el plano internacional y en los cuadros nacionales las organizaciones no gubernamentales como sujetos activos, reconocidos y apoyados por los organismos internacionales (ONU, OEA, PNUD, PNUMA, OCEDE etc.). Tal vez su principal campo de actividad haya sido la defensa del medio ambiente y la de los derechos humanos, pero no excluyente. Y las modalidades de actuación principales han sido la investigación científica, la acción política (proponiendo normas regulatorias y ejerciendo presión sobre los cuerpos legislativos) y la asunción de papeles judiciales (como denunciantes, como terceros coadyuvantes o como representantes de intereses difusos y derechos de incidencia colectiva).


¿Cuál fue el motivo del auge de estas organizaciones?


Ciertamente hay concausas que motivaron su accionar y su relevancia, así como su consecuente aceptación en el orden nacional e internacional. En primer lugar debemos considerar el reconocimiento de los cuerpos intermedios.


El hombre es un ser sociable, por naturaleza, y como tal desarrolla su vida a través de su participación en diversas sociedades. Explicaba S.S. Juan XXIII en su encíclica Mater et Magistra, el 15 de mayo de 1961, que la segunda mitad del siglo XX nos mostraba el avance de la socialización entendida como multiplicación de las “relaciones de convivencia, con diversas formas de vida y de actividad asociada y como institucionalización jurídica”.


“Semejante tendencia ha dado vida, sobre todo en estos últimos decenios, a una rica serie de grupos, de movimientos, de asociaciones, de instituciones para fines económicos, culturales, sociales deportivos, recreativos, profesionales y políticos, tanto dentro de cada una de las comunidades nacionales, como en el plano mundial”.


En aquel documento fundamental de la doctrina social, el Sumo Pontífice impulsaba la valorización de esta realidad creciente, considerando “necesario que los organismos intermedios y las múltiples iniciativas sociales, en las cuales tiende ante todo a expresarse y actuarse la socialización, gocen de una autonomía efectiva respecto de los poderes públicos y vayan tras sus intereses específicos con relaciones de leal colaboración mutua y con subordinación a las exigencias del bien común”.


Las palabras de la encíclica, partían entonces de la observación de un fenómeno social y aportaban para su comprensión, su explicación y las líneas rectoras para que la socialización se desarrollara conforme al ordenamiento moral.


La realidad del siglo XX impulsó un reconocimiento de las sociedades humanas que, con sus propios fines compatibles con el bien común general, se mueven en el cuadro interno de los Estados, superando la doctrina negatoria de la ley Le Chapelier, que no reconocía otro interés que el de cada individuo por un lado y el de la Nación, por otro; lo que fue fundamental en la concepción política de la Revolución Francesa, y en la afirmación del Estado-Nación como unidad política; fue la base de la república representativa y dominó todo el siglo XX.


Debe advertirse que en nuestra Constitución nacional aparece un resabio en su artículo 22. Pero las sucesivas reformas de 1949, 1957 y 1994 han aceptado la representatividad de las sociedades intermedias: el reconocimiento de las asociaciones profesionales, de las autonomías municipales, de los partidos políticos, de las asociaciones de consumidores y usuarios, y de las asociaciones para la defensa del ambiente y otros derechos de incidencia colectiva, han relativizado, por lo menos, el enfático enunciado de que toda reunión de personas que se atribuya los derechos del pueblo y peticione a nombre de éste, comete delito de sedición.


El constitucionalismo de la posguerra de 1914-1918, el de la posguerra 1939-1945 y el que vino después de la Conferencia de Estocolmo sobre el Ambiente (1972), fueron reconociendo cada vez más la función social de la sociedades intermedias.


Algo así enseñaba Luigi TAPARELLI, en su Saggio Teoretico di Diritto Naturale apoggiato sul fatto, a fines de siglo XIX, cuando revisando los errores del individualismo ochocentista afirmaba que las grandes sociedades como el Estado no son sólo una sociedad de individuos, sino sociedad de sociedades.

También debemos considerar la crisis del Estado-Nación, motivada por la interdependencia de las Naciones en lo externo y el resurgimiento de autonomías interiores; y por la falta de flexibilidad para regular los nuevos modos de producción y de acumulación, en lo económico, así como el fracaso de la partidocracia para interpretar las aspiraciones populares y para discernir entre las verdaderas necesidades humanas y las pseudonecesidades creadas por las economías consumistas y los medios masivos de comunicación social subordinados a los intereses de aquellas.

En éste último campo, las ONG se mostraron generalmente como medios más idóneos para la defensa de los intereses sociales, de los derechos humanos y de los bienes colectivos cuyo valor no puede ser abandonado a la voracidad del mercado.

Cabe también tener en cuenta el reconocimiento de los derechos de incidencia colectiva, como lo hace nuestra Constitución Nacional, a partir de las reformas de 1994, en sus artículos 41, 42 y 43.

La existencia de derechos cuya titularidad pertenece a una multitud de sujetos, en forma simultánea, todos los cuales tienen un derecho subjetivo de igual jerarquía, ya había generado una solución normativa en la primera mitad del siglo XX: los contratos colectivos de trabajo, que parten de la base de una representatividad legalmente reconocida de asociaciones profesionales contratantes, cuyo contrato obliga a quienes voluntariamente han adherido a esas asociaciones y también a quienes, siendo ajenos, se encuentran en una relación jurídica igual o similar. Es decir que resultan obligados por un contrato entre otros, que el sistema jurídico precedente hubiese considerado inter alios acta.

Ahora, nuestra Constitución Nacional admite la legitimación activa, para la defensa de derechos de incidencia colectiva, no solamente de órganos estatales (como son el Defensor del Pueblo, el Ministerio Público y los Entes Reguladores) sino también de las asociaciones de consumidores y usuarios, las asociaciones constituidas para la protección contra cualquier forma de discriminación, la protección de ambiente, la competencia, el usuario y consumidor, o cualquier otro derecho de incidencia colectiva, registradas conforme a la ley que deberá determinar sus requisitos y formas de organización. Es decir que organizaciones no gubernamentales gozarán de legitimación activa en las condiciones que la ley establezca.

A nuestro parecer, las que hemos expuesto son las principales razones del auge de las ONG y la necesidad de que la doctrina jurídica se ocupe seriamente de ellas.

Facundo Alberto BIAGOSCH era un joven profesor universitario cuando produjo una obra relevante: “Asociaciones Civiles” (Editorial Ad-hoc, Buenos Aires, año 2000), que había sido precedida de otros trabajos importantes como “Consideraciones referidas a la Naturaleza Jurídica de la llamada Unidad de Información Financiera”, en donde había abarcado aspectos jurídicos de la prevención del “lavado de dinero” ( SEDRONAR. Buenos  Aires, 1997) y estudios sobre el fideicomiso (1997), además de sus importantes participaciones en Congresos de Derecho Societario,  como lo testimonia el premio obtenido a la mejor ponencia de egresado reciente en su primera experiencia en el VI  Congreso Argentino de Derecho Societario y II Congreso Iberoamericano de Derecho Societario y de la Empresa,  celebrado   en Mar del Plata en el año 1995. Su libro “Asociaciones Civiles” se vio complementado  luego de su edición y publicación, con la elaboración  que lo tuvo como principal  autor de un Proyecto de ley  de ley sumamente importante, cuya sanción se encuentra pendiente en nuestro país desde el año 1853 en que se consagró constitucionalmente el derecho de “asociarse con fines útiles” , pero sin haberse dictado desde entonces la ley que reglamente su ejercicio, tal como prevé el mismo artículo .

Ahora ha emprendido, con el rigor que caracteriza su obra jurídica, el estudio y explicación de las ONG en el Derecho Argentino.

Su vocación civilista no le ha impedido tratar el tema desde diferentes ángulos: La Historia, La Ciencia Política, el Derecho Constitucional, la Filosofía Jurídica.

Un tema nuevo, para el Derecho contemporáneo, resulta ser novísimo cuando quien lo trata está habituado al ámbito del Derecho Civil cuyas instituciones tienen origen en el Derecho Romano (que, gracias a Dios, sigue siendo el basamento de nuestras instituciones de Derecho privado).

Y en eso Facundo Biagosch ha demostrado que su capacidad de jurista le permite transitar desde los principios de la Ciencia Jurídica, pasando por las bases del Derecho argentino, hasta las novedades que analiza, sin apartarse de los valores que caracterizan su formación filosófica.


Nuestro autor, en su propósito de tratar profundamente el tema central de su obra, desliza también digresiones, siempre provechosas, que demuestran su interés por el conjunto de la Ciencia Jurídica. Así abarca en profundidad aspectos sustantivos como es la definición del bien común.


Y no es en vano. Porque como él bien lo afirma, al conceptualizar esas organizaciones calificándolas de no gubernamentales estaríamos comprendiendo un conjunto heterogéneo sin otra afinidad que su desvinculación con la organización estatal, lo que podría incluir sociedades y asociaciones de índole muy diversa. Y es la consecución de fines que integran el bien común lo que caracteriza a las ONG, junto a su aspecto negativo de “no estatales”.


El libro contiene asimismo información útil sobre normas jurídicas vigentes y sobre  proyectos de ley, fundamentalmente el -tan importante y esperado por la Doctrina y Comunidad argentinas- “Proyecto de Ley de Asociaciones Civiles” que  ha contado con la colaboración del autor en su elaboración.


Fundaciones y asociaciones son las formas jurídicas que pueden asumir las ONG en nuestro Derecho, por eso F.A.B. se detiene en el análisis de estas formas, aunque el art. 43 de la Constitución admite sólo la legitimación activa de las asociaciones, en el campo procesal.


También es de destacar la preocupación que el autor expone sobre la necesidad de sancionar la ley que el artículo 43 de la Constitución prevé para el reconocimiento de determinadas ONG, como partes procesales en defensa de derechos de incidencia colectiva.


No quiero extender más esta introducción: el juicio valedero sobre la obra será el de los lectores.

Felipe A. GONZÁLEZ ARZAC
